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[bookmark: _GoBack]Presidenta de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Estado de México 

[bookmark: _heading=h.p5dt48idv7wi]Octavio Martínez Vargas, Diputado del grupo parlamentario de morena en la LXII Legislatura del Congreso del Estado Libre y Soberano de México. Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 51 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano y los artículos 28 fracción I, 38, 79 y 81 fracciones I, II y III de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de México, someto por su digno conducto, ante esa Honorable Asamblea, la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se abroga la Ley de Indulto del Estado de México publicada en el Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno” el día 18 de abril de 2016 y se expide la Ley de Indulto y Justicia Humanitaria del Estado de México, al tenor de lo siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El indulto es, históricamente, una de las manifestaciones más antiguas de la humanidad frente al castigo. Antes de que existieran códigos penales o sistemas judiciales complejos, ya se reconocía la necesidad de que la autoridad suprema pudiera corregir, moderar o incluso extinguir los efectos de una pena cuando ésta se volvía incompatible con la justicia material. El indulto, lejos de ser un resabio monárquico, es una institución que sobrevivió precisamente porque representa algo esencial en toda comunidad política: la conciencia de que la justicia humana es siempre imperfecta, y de que el poder punitivo del Estado, para no convertirse en violencia desnuda, debe admitir espacios excepcionales en los que la compasión, la proporcionalidad y la razón corrijan los excesos, errores o desbalances que la legalidad, por sí sola, no puede prever. 
Toda sentencia es una fotografía jurídica tomada en un momento concreto, una descripción puntual de hechos y responsabilidades construida bajo reglas formales que sostienen la comisión de un ilícito y, en consecuencia, la necesidad de aplicar una pena, bajo el ius puniendi atribuido al Estado moderno. No obstante, debido a todos sus matices, la vida de un ser humano, no puede capturarse completamente en una fotografía fija, toda vez que su existencia, pese a lo efímera que resulta ser, cambia, evoluciona y se transforma de manera constante. 
Por ello, un Estado democrático reconoce que la punición no es un acto mecánico, sino una decisión que se renueva cada día que una persona permanece privada de su libertad. La pena no es un hecho consumado; es un proceso vivo que se despliega en el tiempo y que debe ser permanentemente confrontado con los valores constitucionales que justifican su existencia. Sostener una pena que ha dejado de cumplir con los fines de reinserción, proporcionalidad o tutela de bienes jurídicos, equivale a mantener una forma de violencia jurídica y material que el Estado no puede validar bajo ningún argumento de legalidad. La justicia, para ser justa, debe ser dinámica, reflexiva y capaz de volver sobre sus propios pasos cuando la realidad humana lo exige. 
Es así como la figura del indulto debe replantearse desde el imaginario colectivo y dejar de entenderla como un favor presidencial, sino que, por el contrario, asumirse como un instrumento institucional legítimo y necesario para preservar la coherencia ética del sistema de justicia. El indulto no es un acto gracioso, ni un privilegio discrecional sin fundamento; es una válvula constitucional diseñada para corregir, humanizar y equilibrar los efectos de una pena cuando ésta ha perdido su razonabilidad, su proporcionalidad o su sentido constitucional. 
Un sistema rígido, que se aferra a la pena como una realidad inmutable, termina convirtiéndose en un sistema ciego a las transformaciones personales, a las injusticias procesales no subsanadas, a las desigualdades estructurales que marcan el origen de muchos conflictos penales y, sobre todo, al hecho de que la reinserción social, la cual es teóricamente el fin de la pena, solo puede florecer si se admiten espacios institucionales donde las segundas oportunidades sean reales. 
En consecuencia, el indulto no daña ni debilita al sistema de impartición de justicia mexiquense, sino que lo obliga a repensar, redefinir y redirigir su actuar y sus decisiones. Luego entonces, el sistema debe preguntarse si la continuidad del encierro protege a alguien, si repara algo, si previene algún mal, o si, por el contrario, perpetúa un sufrimiento innecesario que la Constitución no autoriza. Y también la obliga a reconocer que la persona privada de libertad no es un acto ni un expediente, sino un ser humano capaz de transformarse, de evolucionar, de reconstruir vínculos familiares, de reformular su proyecto de vida y de aportar nuevamente a la sociedad. La justicia que concede segundas oportunidades no es menos justicia: es justicia más profunda, más madura y más consciente de las complejidades humanas que el derecho penal pretende ordenar. 
En suma, el indulto también es una herramienta para atender las consecuencias humanas, sociales y estructurales que acompañan la privación de libertad prolongada. Cuando una pena se vuelve incompatible con la dignidad humana, la justicia exige un mecanismo que permita al Estado corregir esa discordancia sin recurrir a la revisión judicial de la sentencia.
 Los datos oficiales lo evidencian: al cierre de 2024, los censos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) reportaron que había 236 773 personas privadas de la libertad o internadas en centros penitenciarios y de internamiento en México. De ese total, el 63.7 % contaba con sentencia y el 36.3 % no. La tasa de ocupación promedio en los centros estatales se elevó a más de 100% en muchas entidades: por ejemplo, la entidad del Estado de México fue señalada como una de las que superaron los 238.8 reclusos por cada 100 espacios disponibles. 
La situación penitenciaria del Estado de México ofrece uno de los retratos más crudos y complejos del país. De acuerdo con el Diagnóstico Nacional de Supervisión Penitenciaria 2023, la entidad concentra 35,141 personas privadas de la libertad, lo que la convierte en el sistema penitenciario estatal más grande de México. Esta magnitud no es un dato administrativo: constituye un desafío estructural que se refleja en sobrecarga operativa, limitaciones de infraestructura, presión presupuestal y dificultades para garantizar servicios básicos y especializados a una población que, por su tamaño y composición, exige un modelo de atención diferenciada. 
La calificación estatal otorgada al sistema penitenciario mexiquense, en una escala del 1 al 10. es de 6.86 ubicándolo en un rango medio, pero con múltiples centros clasificados como “deficientes” en áreas clave como gobernabilidad, habitabilidad digna, acceso a la salud y reinserción social. 
Por otro lado, la composición sociodemográfica de la población recluida revela, además, las desigualdades que entran a prisión junto con la persona sentenciada. Según los datos recabados por la CNDH, en los centros estatales del país, entre ellos los 21 del Estado de México, al menos 7,441 personas privadas de la libertad pertenecen a pueblos indígenas, 7,668 son personas adultas mayores, 3,684 viven con discapacidad física, 4,593 con discapacidad psicosocial, y más de 34,770 personas presentan farmacodependencia. Si bien estas cifras corresponden al universo nacional, el Estado de México, por el tamaño de su población penitenciaria, concentra un porcentaje proporcionalmente alto de estos grupos en situación de vulnerabilidad.
El análisis también revela áreas críticas relacionadas con la gobernabilidad. El diagnóstico subraya que fenómenos como autogobierno, cogobierno, insuficiencia de personal de custodia y deficiencias en la supervisión institucional persisten en diversos centros del país y se hacen especialmente visibles en sistemas penitenciarios de gran escala como el del Estado de México, donde la presión poblacional agrava la capacidad de control, seguimiento y atención especializada. 
El Estado de México aparece, además, en los listados nacionales de centros con deficiencias graves en atención a personas adultas mayores, indígenas, mujeres con hijas e hijos, personas con VIH o con discapacidad, según las áreas de oportunidad identificadas por la CNDH entre las páginas 666 y 684 del diagnóstico anual. Estas deficiencias tienen efectos directos en la calidad de vida de las personas sentenciadas que enfrentan enfermedades crónicas, movilidad reducida, barreras lingüísticas o necesidades particulares de salud mental que los centros no están en condiciones de atender plenamente. En suma, los muros de las prisiones concentran desigualdades que vienen de mucho antes de la comisión del delito y que el propio sistema de justicia no ha sabido revertir. 
En el ámbito procesal, las cifras tampoco son alentadoras. Hay estudios que muestran que la gran mayoría de las personas privadas de libertad manifiestan haber enfrentado algún tipo de irregularidad durante su proceso: defensas públicas saturadas o sin tiempo suficiente, defensas particulares condicionadas por la capacidad económica, falta de intérpretes o traductores para pueblos indígenas, o investigaciones iniciales deficientes que rara vez se corrigen. Estos fenómenos configuran una brecha persistente entre la justicia ideal y la justicia alcanzable para quienes carecen de recursos, redes de apoyo o capital cultural. 
Este cuadro revela dos conclusiones claras. Primero: el sistema de justicia penal, aunque aparente cumplir formalmente con la ley, opera en un entorno atravesado por desigualdades económicas, sociales, culturales y de género que no pueden ignorarse al valorar la legitimidad de la ejecución de la pena. Segundo: no basta afirmar en abstracto los principios de reinserción, proporcionalidad o humanidad en la ejecución penal; es necesario contar con herramientas institucionales que permitan hacerlos efectivos cuando la realidad demuestra que la pena ha perdido su justificación original o ha derivado en una carga desproporcionada para la persona sentenciada, su familia y su comunidad. 
Desde este diagnóstico se desprende la urgencia de una nueva Ley de Indulto para el Estado de México que, partiendo de la realidad concreta de nuestras cárceles y de los contextos de vida de las personas recluidas, redefina las causales, aclare el procedimiento, fortalezca los órganos técnicos y establezca garantías efectivas tanto para las personas privadas de la libertad como para las víctimas y para la sociedad en su conjunto. Solo así el indulto dejará de percibirse como un gesto aislado de benevolencia y se consolidará como lo que debe ser en un Estado democrático: un instrumento excepcional, pero robusto, para corregir los desajustes más graves entre la pena impuesta y los principios de dignidad, proporcionalidad e igualdad. 
La iniciativa representa una actualización profunda y necesaria frente al marco vigente, cuya estructura, criterios y procedimientos han demostrado ser insuficientes para atender la complejidad actual del sistema penitenciario y las exigencias constitucionales en materia de derechos humanos. La legislación en vigor descansa en categorías rígidas y restrictivas que no reflejan las verdaderas causas que pueden volver injusta, desproporcionada o incompatible una pena con los principios de dignidad humana, proporcionalidad o reinserción social. 
En contraste, la propuesta incorpora un catálogo moderno de causales, sustentado en evidencia objetiva, estándares nacionales e internacionales y criterios plenamente verificables, que permiten valorar situaciones de enfermedad grave, vejez, afectaciones irreversibles a hijas e hijos menores, vulneraciones documentadas al debido proceso, discriminación estructural, barreras lingüísticas y culturales, así como condiciones de vulnerabilidad acreditada. Estos supuestos no sólo acercan la figura del indulto a su sentido humanitario original, sino que lo alejan de apreciaciones moralistas o esquemas basados en méritos subjetivos. 
Asimismo, la iniciativa abandona definitivamente la distinción confusa entre indulto “necesario” e indulto “por gracia”, que en la práctica generaba criterios contradictorios, zonas de discrecionalidad excesiva e incluso fragmentación conceptual señalada por la propia jurisprudencia. En su lugar, se adopta una definición unificada, precisa y constitucional de indulto, delimitando claramente que se trata de un acto excepcional que extingue la pena sin alterar la validez de la sentencia ni los derechos de las víctimas. Esta claridad conceptual fortalece la seguridad jurídica y evita que la figura sea utilizada como un mecanismo de revisión judicial encubierto. 
La reforma también corrige uno de los principales problemas del procedimiento vigente: la ausencia de plazos claros y de obligaciones institucionales exigibles. La experiencia ha demostrado que los trámites de indulto pueden extenderse indefinidamente por omisiones administrativas o falta de trámite diligente, lo cual frustra la naturaleza humanitaria de la institución. Por ello, la propuesta establece tiempos definidos para cada etapa, fija responsabilidades concretas para las autoridades encargadas de integrar expedientes, prevé la emisión inmediata de documentos sin costo y contempla responsabilidad administrativa para quienes obstaculicen o retrasen el procedimiento sin causa justificada. De esta manera, se asegura que el indulto deje de depender de la inercia burocrática y pueda resolverse dentro de márgenes razonables y verificables. 
En armonía con lo anterior, se fortalece el funcionamiento del Consejo Consultivo de Indulto, órgano ya existente en la normatividad vigente, pero carente de lineamientos claros sobre su naturaleza, funcionamiento y criterios de análisis. La propuesta no crea una nueva institución, sino que dota al Consejo de un marco normativo robusto que le permite emitir opiniones técnicas fundadas en parámetros objetivos, perspectivas interdisciplinarias y principios de derechos humanos. Su participación continúa siendo consultiva, pero su papel ahora está inserto en un procedimiento ordenado que le permite examinar la razonabilidad de la pena, las condiciones de vulnerabilidad de la persona sentenciada, la existencia de violaciones documentadas y la situación de las víctimas, evitando tanto la opacidad como la discrecionalidad desmedida. 
Finalmente, la reforma introduce medidas de acceso efectivo al procedimiento que tampoco existían en la legislación vigente: se garantiza que las personas privadas de la libertad reciban orientación adecuada, información accesible y apoyo institucional para la integración de sus solicitudes; se prohíbe expresamente cualquier forma de obstaculización; y se establecen salvaguardas para la protección de datos personales, la participación informada de las víctimas y la ejecución inmediata de las resoluciones favorables. 
En su conjunto, la iniciativa transforma al indulto de un mecanismo limitado, formalista y muchas veces inoperante en un instrumento moderno, garantista y alineado con los principios constitucionales que rigen la ejecución penal. Su objetivo no es ampliar indiscriminadamente la figura, sino asegurar que pueda ser utilizada cuando la justicia material así lo exija, en beneficio no sólo de la persona sentenciada, sino también de la integridad ética del sistema penal del Estado de México.
En virtud de lo anterior, someto a consideración de esta honorable soberanía la presente iniciativa, conforme a lo siguiente:







DECRETO NÚMERO _______ 

LA H. “LXII” LEGISLATURA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MÉXICO DECRETA: 
Decreto por el que se abroga la Ley de Indulto del de abril de  Estado de México publicada en el Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno” el día 18 de abril de 2016 y se expide la Ley de Indulto y Justicia Humanitaria del Estado de México.

ARTÍCULO PRIMERO: Se abroga la Ley de Indulto del de abril de  Estado de México publicada en el Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno” el día 18 de abril de 2016.

ARTÍCULO SEGUNDO: Se expide la Ley de Indulto y Justicia Humanitaria del Estado de México, conforme al siguiente articulado:

LEY DE INDULTO DEL ESTADO DE MÉXICO
CAPITULO I
DE LAS DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés social y tiene por objeto establecer las bases conforme a las cuales la persona titular del Poder Ejecutivo del Estado de México podrá otorgar el indulto respecto de personas sentenciadas por delitos del fuero común, en ejercicio de la facultad conferida en el artículo 77, fracción XVII, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México. Para su aplicación intervendrán la Consejería Jurídica, la Secretaría de Seguridad, el Comité Técnico y el Consejo Consultivo, en el ámbito de sus respectivas competencias. 
La interpretación y ejecución de esta Ley se regirá por los principios de dignidad humana, legalidad, respeto al debido proceso, igualdad, no discriminación, proporcionalidad e individualización de la pena, reinserción social e interés superior de la niñez, cuando resulte aplicable. 
Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, el indulto constituye un acto unilateral, excepcional y discrecional de la persona titular del Poder Ejecutivo del Estado de México mediante el cual se declara la extinción total o parcial de la ejecución de la pena impuesta en sentencia firme. La concesión del indulto no afecta la validez formal ni material de la sentencia, no altera la determinación judicial sobre la responsabilidad penal, ni modifica las obligaciones de reparación del daño ni cualquier otra responsabilidad civil derivada del hecho delictivo. 
El indulto no podrá interpretarse como medio de revisión, corrección o sustitución del fallo jurisdiccional, ni como vía para controvertir la valoración de pruebas, la calificación jurídica del hecho o la decisión judicial sobre la culpabilidad de la persona sentenciada.
Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 
I. Autoridad penitenciaria: Instancias del Sistema Penitenciario del Estado competentes para emitir informes, dictámenes, evaluaciones, antecedentes disciplinarios y demás elementos relacionados con la situación jurídica y penitenciaria de la persona sentenciada.
II. CODHEM: La Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, organismo autónomo encargado de la protección, defensa y promoción de los derechos humanos. 
III. Comité Técnico: Órgano colegiado encargado de analizar la información y antecedentes penitenciarios de la persona sentenciada, valorar los elementos técnicos disponibles sobre su evolución y condiciones de reinserción social y emitir el dictamen técnico-penitenciario fundado y motivado previsto en esta Ley. 
IV. Consejo Consultivo: Órgano auxiliar de carácter especializado encargado de emitir opinión técnica no vinculante sobre las solicitudes de indulto y los dictámenes elaborados por el Comité Técnico. 
V. Familiar legitimado: Persona integrante de la familia de la persona sentenciada, hasta el cuarto grado, facultada para promover la solicitud de indulto conforme a esta Ley. 
VI. Indulto: Acto unilateral, excepcional y discrecional de la persona titular del Poder Ejecutivo del Estado de México mediante el cual se extingue total o parcialmente la ejecución de la pena impuesta en sentencia firme. 
VII. Institución penitenciaria: Los centros o establecimientos penitenciarios del Estado de México destinados a la ejecución de penas y medidas de seguridad.
VIII. Instituto de la Defensoría Pública: El Instituto de la Defensoría Pública del Estado de México, organismo encargado de brindar asesoría y representación jurídica gratuita. 
IX. Ley: La Ley de Indulto del Estado de México. 
X. Persona sentenciada: El individuo respecto del cual existe sentencia firme dictada por autoridad jurisdiccional competente del Estado de México. 
XI. Persona sentenciada en condición de habitualidad: Persona que cometa un nuevo delito siempre que los tres o más delitos anteriores se hayan realizado en un periodo que no exceda de quince años. 
XII. Persona sentenciada en condición de primariedad: Persona respecto de la cual no existe sentencia firme previa por delito alguno. 
XIII. Persona sentenciada en condición de reincidencia: Persona que cometa nuevamente un delito después de haber sido condenada mediante sentencia ejecutoriada. 
XIV. Solicitud de indulto: Petición formal presentada por la persona sentenciada o por quienes estén legalmente legitimados para obtener la extinción total o parcial de la ejecución de la pena. 
XV. Tratamiento penitenciario: Conjunto de actividades, programas, medidas y evaluaciones implementadas durante la ejecución de la pena con el propósito de favorecer la reinserción social de la persona sentenciada. 
CAPITULO II
DE LAS CAUSALES DE PROCEDENCIA
Artículo 4. La persona titular del Poder Ejecutivo del Estado podrá conceder el indulto a personas sentenciadas por delitos del fuero común cuya sentencia condenatoria se encuentre firme y hayan agotado todos los medios de defensa ordinarios y extraordinarios previstos en la legislación procesal penal del Estado, así como los recursos y juicios de control constitucional procedentes en el ámbito federal. 
El indulto solamente procederá cuando se actualice alguna de las siguientes causales, previo dictamen del Comité Técnico: 
I. Padecer enfermedad grave, crónica, degenerativa o en fase terminal, acreditada mediante dictamen expedido por institución pública de salud competente, cuando dicha condición haga incompatible la permanencia en el centro penitenciario con la preservación de la vida, la integridad personal o la dignidad humana. 
II. Tener sesenta y cinco años o más, cuando las condiciones físicas o de salud acreditadas conforme a la normatividad aplicable hagan inconveniente o desproporcionada su permanencia en la institución penitenciaria, atendiendo a los principios de humanidad, proporcionalidad y dignidad en la ejecución penal. 
III. Tener hijas o hijos menores de edad que dependan económica, afectiva o materialmente de la persona sentenciada, cuando la continuidad de la ejecución de la pena genere un perjuicio grave, directo e irreversible en su desarrollo integral, debidamente acreditado mediante dictamen especializado, y siempre que se verifique la inexistencia de antecedentes de violencia familiar, maltrato infantil, abandono, omisión de cuidados, violencia física, psicológica o sexual, o cualquier otra conducta que haya puesto en riesgo la integridad o el desarrollo de la persona menor. 
IV. Existencia de indicios, debidamente documentados por autoridad competente, que permitan advertir posibles actos de omisión, negligencia, corrupción o cooptación de personas servidoras públicas que hayan intervenido en actividades de investigación, persecución penal, defensa pública, administración de justicia o cadena de custodia durante el procedimiento penal, y que hayan podido influir sustantivamente en el resultado del juicio, sin que ello implique revisión, cuestionamiento o modificación de la sentencia condenatoria. 
V. Pertenecer la persona sentenciada a un pueblo o comunidad indígena, cuando existan elementos documentados por autoridad competente que acrediten que durante el procedimiento penal no se respetaron sus derechos lingüísticos o culturales, no se le proporcionó defensor o intérprete competente en su lengua, o no se garantizó la intervención de sus autoridades tradicionales conforme a sus usos y costumbres. 
VI. Existir elementos objetivos que acrediten que la imposición o ejecución de la pena estuvo influida por factores de discriminación estructural contrarios al derecho a la igualdad y al principio de no discriminación. 
VII. Haber prestado, antes de la comisión del delito, servicios relevantes o participación activa en acciones de beneficio social, comunitario, civil o ambiental que constituyan aportaciones significativas verificables a la colectividad, al Estado o a la Nación. 
VIII. Existir elementos documentados que acrediten que la conducta fue culposa, imprudencial, negligente, imperita o realizada con inobservancia del deber objetivo de cuidado, conforme a los hechos asentados en la sentencia condenatoria, sin que ello implique revisión, modificación o invalidez de dicha resolución judicial. 
IX. Existir una recomendación emitida por un organismo público de derechos humanos que acredite que, durante la detención, la investigación, el procedimiento penal o la ejecución de la pena, se vulneraron derechos humanos o el debido proceso en perjuicio de la persona sentenciada. 
X. Que la persona sentenciada haya sido víctima, con anterioridad a la comisión del delito por el cual fue sentenciada, de violencia familiar, de género o psicológica, o que haya estado sujeta a situaciones de coerción, subordinación, explotación o control, cuando tales circunstancias, acreditadas conforme a la legislación aplicable, constituyan condiciones de vulnerabilidad que el Ejecutivo pueda considerar para efectos humanitarios en la ejecución de la pena, sin que ello implique revisión, modificación o cuestionamiento de la sentencia condenatori.
Artículo 5. Además de la actualización de alguna de las causales previstas en el artículo anterior, la persona sentenciada deberá acreditar el cumplimiento de los plazos mínimos siguientes: 
I. Haber cumplido al menos una quinta parte de la pena privativa de libertad cuando ésta no exceda de cinco años. 
II. Haber cumplido al menos una tercera parte de la pena privativa de libertad cuando ésta sea mayor de cinco y no exceda de veinte años. 
III. Haber cumplido al menos la mitad de la pena privativa de libertad cuando ésta exceda de veinte años. 
No serán exigibles los plazos señalados en las fracciones anteriores cuando la solicitud de indulto se funde en las causales previstas en las fracciones I, II, III, IV, V, VI y IX del artículo 4 de esta Ley, ni cuando del análisis integral del caso se advierta una la carencia de equidad o razonabilidad manifiesta entre la conducta atribuida, las circunstancias de su comisión y la extensión de la pena impuesta. 
Artículo 6. Para efectos de la aplicación de esta Ley, el Consejo Consultivo determinará que la ejecución de la pena impuesta carece de razonabilidad o equidad humanitaria, sin prejuzgar sobre la validez de la sentencia ni sobre los criterios de individualización determinados por la autoridad jurisdiccional, cuando se acredite alguno de los supuestos siguientes:
I. Inequidad manifiesta en el cumplimiento de la pena. Cuando, como consecuencia de modificaciones al marco jurídico aplicable o de la adopción de nuevos estándares nacionales o internacionales en materia de derechos humanos, la pena actualmente ejecutada sea sustancialmente más severa que la prevista o aplicada para conductas de naturaleza equivalente, configurando una diferencia objetiva y desproporcionada respecto del marco sancionador vigente.
II. Incompatibilidad con los fines constitucionales de la pena. Cuando los estudios técnicos, psicológicos, criminológicos o interdisciplinarios emitidos por las autoridades penitenciarias y valorados por el Consejo Consultivo acrediten que la persona sentenciada ha alcanzado los objetivos de reinserción social previstos en el artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que la continuidad de su internamiento carezca de función preventiva, protectora, resocializadora o de seguridad.
CAPITULO III
DE LOS SUPUESTOS DE IMPROCEDENCIA
Artículo 7. En ningún caso podrán gozar del indulto: 
I. Las personas sentenciadas reincidentes o habituales. 
II. Las personas sentenciadas que hayan sido condenadas penalmente mediante diversas sentencias ejecutoriadas. 
III. Las personas sentenciadas que, por haber sido procedente la acumulación establecida en la legislación penal correspondiente, hayan sido condenadas ejecutoriamente en una sola sentencia por dos o más delitos cometidos en actos distintos. 
IV. Las personas sentenciadas respecto de las cuales el Comité Técnico, mediante dictamen debidamente fundado y motivado, determine la existencia de un riesgo cierto, actual, grave y objetivamente acreditado para la víctima, la comunidad o el propio centro penitenciario, directamente atribuible a la concesión del indulto.
V. Las personas privadas de la libertad que cuenten con reporte disciplinario de mala conducta y sanción firme impuesta dentro del año anterior a la solicitud. 
VI. Las personas sentenciadas que tengan pendiente otro proceso penal, hasta que en éste se dicte sentencia ejecutoriada y ésta sea absolutoria. 
CAPITULO IV
DE LAS GARANTÍAS PARA EL EJERCICIO DEL INDULTO
Artículo 8. Las autoridades penitenciarias deberán garantizar, de manera continua y por los medios accesibles disponibles en los centros de reclusión, la difusión clara, incluyente y comprensible de la información relativa a los derechos, requisitos y procedimientos previstos en esta Ley. 
Asimismo, deberán proporcionar a las personas sentenciadas, y cuando corresponda a sus familiares legitimados, la orientación institucional necesaria para identificar los requisitos aplicables, la documentación requerida y las etapas del trámite de solicitud de indulto, asegurando que dicha información sea accesible para personas con discapacidad, integrantes de pueblos y comunidades indígenas o personas que requieran apoyos específicos para su comprensión. 
Artículo 9. Las autoridades penitenciarias deberán garantizar que ninguna persona sentenciada vea obstaculizado, restringido o condicionado el ejercicio de su derecho a presentar una solicitud de indulto, ni directa ni indirectamente, por motivos disciplinarios, administrativos, personales o de cualquier naturaleza ajena a los requisitos establecidos en esta Ley. 
En todo momento deberá respetarse la dignidad de las personas sentenciadas y asegurarse que las actuaciones vinculadas con el trámite del indulto se desarrollen sin discriminación, sin represalias y sin condicionamientos indebidos, conforme a los principios de legalidad, igualdad y debido proceso en la ejecución penal. 
CAPITULO V
DE LOS ORGANISMOS AUXILIARES
Artículo 10. El Comité Técnico es un órgano colegiado de carácter técnico-penitenciario de la Subsecretaría de Control Penitenciario, encargado de emitir el dictamen técnico previsto en esta Ley, con base en la valoración de los antecedentes, informes y elementos vinculados con la ejecución de la sentencia de la persona solicitante del indulto. 
Artículo 11. El Comité Técnico se integrará por:
I. La persona titular de la Subsecretaría de Control Penitenciario, quien lo presidirá; 
II. La Secretaría o el Secretario Ejecutivo, designado por la persona titular de la Subsecretaría de Control Penitenciario, con derecho a voz pero sin voto; 
III. La persona responsable del área técnica en materia criminológica del sistema penitenciario; 
IV. La persona responsable del área médica del sistema penitenciario; 
V. La persona responsable del área psicológica del sistema penitenciario; 
VI. La persona responsable del área de trabajo social del sistema penitenciario; 
VII. Una persona representante de la Coordinación de Reinserción Social del Estado; 
VIII. La persona titular de la dirección del centro penitenciario donde se encuentre la persona sentenciada cuya solicitud se analice, y 
IX. Una persona representante del Instituto de la Defensoría Pública del Estado de México, con derecho a voz pero sin voto. 
Las personas integrantes del Comité Técnico deberán contar con los conocimientos técnicos y la experiencia profesional necesarios para el adecuado ejercicio de sus funciones, conforme a las disposiciones administrativas aplicables. 
Artículo 12. Corresponde al Comité Técnico: 
I. Analizar la documentación penitenciaria, antecedentes y registros remitidos por la Secretaría de Seguridad; 
II. Verificar la participación de la persona sentenciada en actividades laborales, educativas, de capacitación, de tratamiento o de reinserción social; 
III. Evaluar, con base en los registros institucionales, la evolución conductual, disciplinaria y social de la persona sentenciada durante la ejecución de su pena; 
IV. Determinar, cuando proceda, si existen condiciones de riesgo cierto, actual y objetivamente acreditado para la víctima, la comunidad o el centro penitenciario derivadas de la eventual concesión del indulto; 
V. Emitir el dictamen técnico-penitenciario correspondiente, debidamente fundado y motivado, dentro de los plazos establecidos en esta Ley; 
VI. Remitir dicho dictamen a la Secretaría de Seguridad para los efectos legales conducentes; y 
VII. Ejercer las demás atribuciones que le confieran esta Ley y demás disposiciones aplicables. 
Artículo 13. El Consejo Consultivo de Indulto es un órgano colegiado de carácter interinstitucional, consultivo y no vinculante, encargado de emitir la opinión integral prevista en esta Ley, mediante el análisis jurídico, institucional, social y de derechos humanos de los expedientes de solicitud de indulto que le remita la Consejería Jurídica. 
Su opinión se formulará con base en los principios de dignidad humana, legalidad, racionalidad, proporcionalidad, debido proceso, igualdad, perspectiva de género, interculturalidad y reinserción social. 
Artículo 14. El Consejo Consultivo de Indulto se integrará por: 
I. La persona titular de la Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo del Estado, quien lo presidirá; 
II. Una persona designada por la Consejería Jurídica, quien fungirá como Secretaría o Secretario Ejecutivo, con derecho a voz pero sin voto; 
III. Las personas vocales siguientes: 
a) La persona titular de la Secretaría de Seguridad, o la persona representante que designe; 
b) Dos magistradas o magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México, con experiencia en materia penal, designados por el Pleno de dicho Tribunal; 
c) Dos diputadas o diputados integrantes de la Comisión de Administración y Procuración de Justicia de la Legislatura del Estado de México, designados por dicha Comisión; 
d) La persona titular de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, o la persona representante que designe; 
e) La persona titular del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de México, o la persona representante que designe; 
f) La persona titular de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas del Estado de México, o la persona representante que designe; 
g) Una persona académica de la Universidad Autónoma del Estado de México, designada por el Consejo Universitario, con experiencia acreditada en materia penal, ejecución penal, derechos humanos, política criminal o disciplinas afines;
h) Dos personas ciudadanas, electas mediante convocatoria pública emitida por la Legislatura del Estado de México, quienes deberán acreditar experiencia en derechos humanos, justicia penal, reinserción social o acompañamiento comunitario. 
El Consejo Consultivo podrá invitar, con derecho a voz pero sin voto, a personas especialistas en derechos humanos, trabajo social, psicología, criminología, medicina, política criminal, reinserción social, así como a representantes de organizaciones de la sociedad civil con experiencia acreditada en atención a personas privadas de la libertad o grupos en situación de vulnerabilidad, cuando su participación sea necesaria para el análisis de un caso o la emisión de una opinión. 
El Consejo Consultivo celebrará sesión ordinaria cuando menos una vez al mes para analizar las solicitudes de indulto que hayan sido sometidas a consideración por la Consejería Jurídica. En los periodos en que no exista solicitud registrada, no será necesaria la celebración de la sesión ordinaria. Sin perjuicio de lo anterior, podrán convocarse sesiones extraordinarias cuando las características del caso lo ameriten. 
Artículo 15. Corresponde al Consejo Consultivo de Indulto:
I. Analizar el expediente jurídico y administrativo del indulto; 
II. Evaluar la razonabilidad y proporcionalidad de la pena cuya extinción se solicita, sin revisar, modificar o invalidar la sentencia condenatoria; 
III. Valorar la existencia de indicios documentados sobre violaciones graves al debido proceso, afectaciones a derechos humanos o irregularidades institucionales que hayan podido incidir en el procedimiento penal; 
IV. Considerar la situación de las víctimas, el impacto en su esfera jurídica y las medidas de protección necesarias, evitando cualquier forma de revictimización; 
V. Analizar la condición de vulnerabilidad de la persona sentenciada, incluyendo edad, salud, discapacidad, situación familiar, pertenencia indígena, condiciones socioeconómicas o cualquier otra circunstancia relevante; 
VI. Emitir una opinión integral, debidamente fundada y motivada, respecto de la procedencia o improcedencia del indulto, y remitirla a la Consejería Jurídica para los efectos legales conducentes; 
VII. Solicitar, por conducto de la Consejería Jurídica, información complementaria a las instituciones competentes cuando resulte necesaria para su deliberación; y 
VIII. Ejercer las demás atribuciones previstas en esta Ley y en las disposiciones aplicables. 
CAPITULO VI
DE LAS SOLICITUDES
Artículo 16. La solicitud de indulto podrá presentarse por: 
I. La persona sentenciada. 
II. Las personas familiares legitimadas hasta el cuarto grado, cuando actúen en representación de la persona sentenciada, acreditando la relación correspondiente. 
III. La persona defensora pública o particular, siempre que cuente con poder, representación o acreditación jurídica válida otorgada por la persona sentenciada. 
IV. La Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, cuando la solicitud derive de una recomendación, informe especial, actuación de oficio o documento oficial que evidencie la posible existencia de violaciones graves a derechos humanos en perjuicio de la persona sentenciada. 
V. El Instituto de la Defensoría Pública, a petición de la persona sentenciada o de sus familiares, en términos de sus atribuciones legales. 
Cuando la solicitud sea promovida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, se requerirá el consentimiento expreso de la persona sentenciada. Dicho consentimiento no será exigible cuando la persona sentenciada se encuentre imposibilitada para otorgarlo por razones médicas, cognitivas o de discapacidad, debidamente acreditadas mediante dictamen emitido por una institución pública de salud. 
Artículo 17. La solicitud de indulto podrá presentarse en forma física o electrónica, conforme a lo siguiente: 
I. En forma física, mediante escrito dirigido a la persona titular del Poder Ejecutivo del Estado. 
II. En forma electrónica, mediante el sistema digital que establezca el Gobierno del Estado para tal efecto, el cual permitirá la presentación de la solicitud y la incorporación de la documentación necesaria.
Las solicitudes presentadas bajo cualquiera de estas modalidades tendrán la misma validez jurídica y producirán los efectos legales correspondientes. 
Artículo 18. La solicitud de indulto deberá contener: 
I. Identificación oficial de la persona sentenciada y, en su caso, de quien la promueva en su representación, acreditando la legitimación correspondiente. 
II. Los datos necesarios para la identificación de la sentencia, incluyendo: 
a) Número de causa penal. 
b) Número de carpeta de investigación o averiguación previa. 
c) Órgano jurisdiccional de radicación. 
d) La identificación del centro penitenciario en el que la persona sentenciada se encuentre compurgando la pena. 
e) Tipo penal por el cual se solicite el indulto, así como la fecha de su comisión. 
f) Copia certificada de la sentencia firme. 
g) Constancia de antecedentes penales. 
III. La causal prevista en esta Ley en la que se funde la solicitud. 
La falta de alguno de los requisitos anteriores no será motivo para tener por no presentada la solicitud. Recibida y turnada la solicitud a la Consejería Jurídica, ésta verificará el cumplimiento de los requisitos del presente artículo y, en caso de advertir omisiones, prevendrá a la persona promovente para que las subsane dentro del plazo de quince días hábiles, indicando con precisión la documentación o información faltante y el medio para aportarla. Si la prevención no se atiende dentro del plazo concedido, la solicitud se tendrá por no presentada, mediante acuerdo debidamente fundado y motivado. 
Artículo 19. Una vez integrada la solicitud en términos de lo dispuesto en el artículo anterior, la Consejería Jurídica verificará: 
I. Que la persona promovente se encuentre legitimada conforme a lo dispuesto en esta Ley; 
II. Que la sentencia penal que motiva la solicitud sea irrevocable y ejecutoriada; 
III. Que no subsistan medios de defensa ordinarios o extraordinarios pendientes de resolución; y 
IV. Que no se actualice alguna de las causales de improcedencia previstas en el artículo 7 de esta Ley. 
Cuando la solicitud cumpla con todos los elementos previstos en las fracciones anteriores, la Consejería Jurídica la admitirá y registrará para continuar con la tramitación establecida en esta Ley. En caso contrario, la Consejería Jurídica desechará la solicitud mediante acuerdo debidamente fundado y motivado. 
CAPITULO VII
DEL PROCEDIMIENTO
Artículo 20. Admitida y registrada la solicitud, la Consejería Jurídica ordenará a la Secretaría de Seguridad la integración del expediente correspondiente con la información administrativa, penitenciaria, técnica o documental necesaria para el análisis del caso, incluyendo, al menos: 
I. El informe emitido por la autoridad penitenciaria del centro en el que la persona sentenciada se encuentre compurgando su pena, que contenga la descripción de su conducta, los centros en los que haya estado recluida, los motivos de sus reubicaciones, el tiempo compurgado y las circunstancias de cumplimiento; 
II. Los antecedentes penitenciarios, incluidos los registros disciplinarios, fichas signaléticas, evaluaciones criminológicas, laborales, educativas, clínicas y de tratamiento; 
III. La información complementaria que resulte necesaria para efectos del dictamen técnico previsto en esta Ley. 
La Secretaría de Seguridad recabará la información requerida dentro de un plazo de quince días hábiles contado a partir de la recepción del requerimiento, a través de los conductos institucionales correspondientes; en casos debidamente justificados, dicho plazo podrá ampliarse por una sola ocasión hasta por cinco días hábiles adicionales. 
Artículo 21. Las autoridades competentes deberán expedir y remitir, sin costo y con carácter prioritario, las constancias, certificaciones, informes o documentos que sean solicitados para la integración del expediente previsto en esta Ley. 
El incumplimiento de esta obligación generará responsabilidad administrativa conforme a la legislación aplicable, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que resulten procedentes. 
Artículo 22. La Secretaría de Seguridad someterá a consideración del Comité Técnico el expediente para que emita el dictamen técnico-penitenciario previsto en esta Ley. El Comité Técnico contará con un plazo de cinco días hábiles, contado a partir de la recepción del expediente, para emitir y remitir dicho dictamen a la Secretaría de Seguridad. 
Corresponde a la Secretaría de Seguridad incorporar el dictamen emitido por el Comité Técnico al expediente y, dentro de un plazo no mayor a dos días hábiles, deberá entregar a la Consejería Jurídica el expediente integro para los efectos legales correspondientes. 
Artículo 23. Una vez que el expediente se encuentre en condiciones de continuar con el procedimiento previsto en esta Ley, competerá a la Consejería Jurídica someter la solicitud y el expediente respectivo a consideración del Consejo Consultivo de Indulto, proporcionando a sus integrantes los elementos necesarios para su análisis y deliberación. 
El Consejo Consultivo emitirá la opinión correspondiente, la cual podrá ser en sentido favorable o desfavorable respecto de la procedencia del indulto, y tendrá carácter no vinculante, debiendo hacerse de conocimiento del Poder Ejecutivo dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación de dicha opinión, conforme a las formalidades que establezca la normatividad aplicable. 
CAPITULO VIII
DE LA VICTIMA
Artículo 24. La víctima u ofendido será notificada del inicio del procedimiento de indulto y podrá ejercer su derecho de audiencia por sí, por sus familiares o por sus representantes legales, cuando corresponda, dentro del plazo que establezca la normatividad aplicable. El derecho de audiencia podrá ejercerse por escrito o de manera oral ante la Consejería Jurídica, la cual levantará el acta correspondiente y deberá integrar las manifestaciones formuladas al expediente para su consideración en las etapas subsecuentes. 
Durante el procedimiento previsto en esta Ley, las autoridades competentes garantizarán el respeto a los derechos de la víctima u ofendido. La intervención de la víctima u ofendido no condicionará la continuación del procedimiento, pero sus manifestaciones deberán ser valoradas por la persona titular del Poder Ejecutivo para la determinación correspondiente. 
CAPITULO IX
DE LA RESOLUCIÓN
Artículo 25. Con base en el estudio y análisis de la solicitud, en el dictamen emitido por el Comité Técnico, en la opinión formulada por el Consejo Consultivo de Indulto y en las manifestaciones que, en su caso, hubieren expresado la víctima, sus familiares o sus representantes legales, la persona titular del Poder Ejecutivo del Estado ejercerá la facultad constitucional discrecional para resolver sobre la procedencia o improcedencia del indulto, mediante acuerdo debidamente fundado y motivado. Para la elaboración del proyecto de resolución, el Poder Ejecutivo podrá contar con el apoyo técnico y jurídico de la Consejería Jurídica. 
Si la resolución concede el indulto, se ordenará la extinción total o parcial de la ejecución de la pena en los términos que determine, sin afectar la validez de la sentencia ni las obligaciones civiles derivadas del hecho delictivo, debiendo instruirse a la autoridad penitenciaria para que realice las actuaciones necesarias para su cumplimiento. 
Si la resolución niega el indulto, deberán precisarse las razones legales y fácticas que sustenten su improcedencia, sin perjuicio de que la persona sentenciada pueda presentar una nueva solicitud cuando concurran elementos supervenientes conforme a esta Ley. 
El acuerdo que emita la persona titular del Poder Ejecutivo deberá notificarse a la persona sentenciada, a su defensa, a la víctima u ofendido, a la autoridad penitenciaria y a las instituciones competentes para su ejecución en un plazo no mayor a 15 días hábiles posteriores a la recepción de la opinión emitida por el Consejo Consultivo de Indulto.
CAPITULO X
DE LOS EFECTOS Y RESPONSABILIDADES
Artículo 26. La autoridad penitenciaria del centro en el que se encuentre internada la persona sentenciada deberá ejecutar la resolución de indulto dentro del plazo máximo de veinticuatro horas contadas a partir de la recepción del acuerdo respectivo, realizando las actuaciones materiales necesarias para su cumplimiento y levantando el acta correspondiente. 
La Secretaría de Seguridad verificará la correcta ejecución del indulto y emitirá, en su caso, las constancias administrativas que acrediten la modificación del estatus penitenciario de la persona beneficiada. 
Artículo 27. Las personas servidoras públicas que retrasen, impidan u obstaculicen el trámite, análisis, deliberación, emisión de dictámenes, integración del expediente, celebración de sesiones o ejecución del indulto, incurrirán en responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que resulten procedentes. 
Artículo 28. La información personal, penitenciaria, médica, psicológica, social, criminológica o de cualquier otra naturaleza que se genere, recabe o integre con motivo del procedimiento de indulto tendrá carácter reservado. Su tratamiento, acceso, uso, transmisión y resguardo se sujetarán a los fines establecidos en esta Ley y a lo dispuesto por la normatividad aplicable en materia de protección de datos personales, transparencia y archivos. 
Artículo 29. Cuando se conceda el indulto, las autoridades competentes deberán garantizar, en el ámbito de sus atribuciones, la adopción de las medidas de protección que correspondan para salvaguardar los derechos e integridad de la víctima u ofendido, de conformidad con lo establecido en la legislación aplicable en materia de víctimas. La implementación de dichas medidas no suspenderá ni condicionará la ejecución del indulto, pero deberán instrumentarse de manera inmediata y efectiva. 
Artículo 30. La autoridad penitenciaria y las instituciones competentes en materia de reinserción social deberán dar seguimiento a la situación de la persona beneficiaria del indulto exclusivamente para fines estadísticos, de evaluación institucional o de coordinación interinstitucional, sin que ello implique supervisión, restricción de derechos o condiciones adicionales. 
Artículo 31. El indulto concedido será irrevocable y producirá efectos definitivos desde el momento de su emisión. La resolución que lo otorgue no podrá modificarse, suspenderse, revisarse ni dejarse sin efectos por hechos posteriores, y extinguirá de manera permanente la ejecución de la pena impuesta, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas o penales que resulten procedentes para quienes intervengan ilícitamente en su tramitación. 
Artículo 32. La persona titular del Poder Ejecutivo del Estado deberá remitir a la Legislatura, durante el primer periodo ordinario de sesiones de cada año, un informe anual sobre la operación del procedimiento de indulto correspondiente al ejercicio inmediato anterior. El informe deberá contener, cuando menos: 
I. El número total de solicitudes de indulto recibidas, admitidas y desechadas. 
II. El número de indultos concedidos y negados, desagregados conforme a las causales de procedencia o improcedencia previstas en esta Ley; 
III. La información estadística relevante relativa a las personas solicitantes, incluyendo sus características sociodemográficas y las condiciones de vulnerabilidad acreditadas durante el trámite; 
IV. La información estadística relativa a las medidas de protección y seguridad implementadas en de las victimas u ofendidos. 
V. Las acciones adoptadas por las autoridades competentes para asegurar la observancia efectiva de los principios de dignidad humana, proporcionalidad, debido proceso, igualdad y reinserción social en el análisis y resolución de las solicitudes; y 
VI. Los elementos cuantitativos y cualitativos adicionales que resulten pertinentes para evaluar el funcionamiento, eficacia e impacto institucional del procedimiento de indulto. 
Artículo 33. La Legislatura del Estado deberá realizar, al menos cada cinco años, un proceso de revisión y evaluación integral del contenido de esta Ley, con el propósito de verificar su vigencia, eficacia, impacto y armonización con los estándares constitucionales y de derechos humanos aplicables. En su caso, deberá emitir las reformas necesarias para asegurar su actualización y correcta operación.
T R A N S I T O R I O S
PRIMERO. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno”. 
SEGUNDO. Se abrogan todas las disposiciones de igual o menor jerarquía que contravengan lo establecido en esta Ley. 
TERCERO. El Consejo Consultivo de Indulto deberá instalarse formalmente dentro de los noventa días naturales siguientes a la entrada en vigor de esta Ley. Hasta en tanto ocurra dicha instalación, las solicitudes de indulto serán tramitadas conforme a lo previsto en este ordenamiento y turnadas al Consejo en cuanto quede legalmente constituido. 
CUARTO. El Poder Ejecutivo del Estado, por conducto de la Consejería Jurídica y de la Secretaría de Seguridad, deberá emitir las disposiciones administrativas necesarias para la correcta aplicación de esta Ley dentro de los noventa días naturales siguientes a su entrada en vigor. 
QUINTO. Los expedientes de indulto que, a la fecha de entrada en vigor de esta Ley, se encuentren en trámite, deberán ajustarse a sus disposiciones en la etapa procesal en la que se encuentren, respetando las actuaciones ya realizadas y sin perjuicio de los derechos adquiridos de las personas promoventes.
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